
	[image: cover.JPG]


	
		
			Índice

			
            Portada

Introducción

1. Precios, beneficios y competencia

2. Dinero y capital

3. Los bancos y los ciclos económicos

4. Riqueza y pobreza

5. El Estado

Conclusiones

Bibliografía

Agradecimientos

Créditos

		

	


	
		
			Introducción

			En 1884, el sacerdote catalán Félix Sardá y Salvany publicó un folleto, que tuvo una amplia difusión dentro y fuera de España, titulado El liberalismo es pecado. Son muchos los que seguramente coincidirán hoy con ese diagnóstico, pero se asombrarían al leer el texto del padre Sardá, porque para él la economía no era ni de lejos el centro de lo que llamaba liberalismo; en efecto, a su juicio los principios liberales eran: «la absoluta soberanía del individuo con entera independencia de Dios y de su autoridad; soberanía de la sociedad con absoluta independencia de lo que no nazca de ella misma; soberanía nacional, es decir, el derecho del pueblo para legislar y gobernar con absoluta independencia de todo criterio que no sea el de su propia voluntad, expresada por el sufragio primero y por la mayoría parlamentaria después; libertad de pensamiento sin limitación alguna en política, en moral o en religión; libertad de imprenta, asimismo absoluta o insuficientemente limitada; libertad de asociación con iguales anchuras».

			Qué insólito resulta leer una relación de principios del liberalismo que no incluya ni una sola mención a la economía, al mercado libre, al papel del empresario, a los impuestos, al gasto público, a la política económica, monetaria, laboral, industrial, asistencial, etc. También es extraño comprobar que una parte de lo que el padre Sardá condena en el liberalismo sería hoy condenado por todos los liberales: así sucedería con la idea de que las mayorías democráticas y parlamentarias pueden legislar «con absoluta independencia de todo criterio que no sea el de su propia voluntad». Ante eso, cualquier liberal argumentaría que ninguna mayoría, por abrumadora que sea, está legitimada para violar la libertad y los derechos de los ciudadanos.

			 

			 

			En efecto, el liberalismo pivota sobre la libertad individual, va más allá de la economía y no tiene una alternativa nítida en la política ni un modelo predeterminado de sociedad. Algunas personas podrán identificar el liberalismo con variantes del conservadurismo, si bien son diferentes, o incluso con sistemas políticos con algo de libertad económica pero con represión social, marcadamente antiliberales, o con alguna religión o con la hostilidad hacia lo trascendente, cuando el liberalismo no entra en tales cuestiones al ser un referente o un ideal que parte del principio de no agresión, de modo que la Iglesia católica y cualquier otra organización tiene cabida en él, como también la tienen los individuos o comunidades que defiendan el ateísmo militante, siempre que ni unos ni otros recurran a la violencia para imponer a todos la obediencia a su poder, a sus principios y a sus valores. 

			Resulta evidente, pues, que Félix Sardá y Salvany hablaba de liberalismo en un sentido diferente a como lo entendemos hoy: claramente se refería al combate del Estado en contra de la Iglesia católica, un combate que se llevó y aún se lleva a cabo de modo falso en nombre de la libertad. Como explicamos más adelante, no pocos liberales del siglo XIX cometieron el grave error de apoyar a un Estado que, en efecto, arrasó con el importante papel de la Iglesia como propietaria y educadora, pero no fue eso el alba de la libertad, ni mucho menos, sino, precisamente, de la consolidación de la coacción política y legislativa. Eran tiempos en los que los debates que conmovían a la opinión pública hoy nos parecerían extrañísimos; por ejemplo, el matrimonio civil, cuya instauración llevó a polémicas tan agrias que hubo países católicos que rompieron relaciones diplomáticas con el Vaticano.

			Éstas eran las preocupaciones de Sardá y Salvany en 1884: la secularización y el «ateísmo social», que equiparaba con el liberalismo. Con independencia de que algunos de los pecados señalados por el presbítero catalán no serían hoy considerados pecados por la propia Iglesia católica, y algunos tampoco lo serían desde la perspectiva de los liberales, como su sana desconfianza en el arrogante racionalismo que pretende cambiar toda la sociedad, de lo que no pueden caber dudas es de que para él la economía no era el foco de la cuestión. Hoy sí lo es, y por eso hemos escrito este libro, no porque creamos que la economía es lo más importante —para el liberalismo lo más importante es la libertad—, sino porque los antiliberales, los herederos del padre Sardá que insisten en que el liberalismo es pecado, colocan a la economía en el centro de su discurso: las páginas siguientes pretenden refutar sus argumentos brindando a la vez una sencilla introducción a esta materia. 

			Hace sesenta y cinco años, el periodista norteamericano Henry Hazlitt publicó su clásico La economía en una lección. Hazlitt sostenía que esa lección única, que derivó del liberal decimonónico francés Frédéric Bastiat, era que ante cualquier idea, propuesta o medida económica lo que conviene hacer es atender no sólo a sus consecuencias inmediatas y a corto plazo, sino también a las que se dan a largo plazo; no sólo a sus consecuencias primarias, sino también a las secundarias, y no sólo a sus efectos sobre un grupo o sector particular, sino sobre todos los sectores. Hemos recogido su sabia advertencia en este libro, donde, igual que con Sardá, parafraseamos a Hazlitt y exponemos los problemas que plantea la economía en cinco lecciones presentadas en sendos capítulos.

			Empezamos por la acción humana, por nuestras necesidades y los medios a los que recurrimos para satisfacerlas, el valor de las cosas, su utilidad y las importantes nociones de coste de oportunidad, preferencia temporal y aversión al riesgo. Veremos cómo la institución de la propiedad privada, tan denostada, permite que florezca la cooperación y la división del trabajo, que mediante acuerdos voluntarios lleva a que en los mercados no sólo se produzcan más y mejores bienes, sino que en ésta, al revés de lo que se piensa, los individuos atienden a los fines de los demás. 

			En los mercados existe una apariencia de desorden, incluso de caos. Es una impresión equivocada: allí hay personas que entablan transacciones ordenadas conforme a los precios, que son señales de tráfico de la economía. Consumidores y empresarios comparan precios y costes para tomar decisiones que resulten útiles y rentables. 

			Tras analizar el coste del capital y denunciar el error socialista de pensar que el beneficio empresarial se obtiene mediante la explotación de los trabajadores, desarrollaremos varias tesis no demasiado populares entre el pensamiento predominante: los controles de precios y salarios resultan nocivos; los especuladores son buenos; la publicidad y las marcas no constituyen sistemas de engaño al consumidor; los sindicatos pueden promover el desempleo, y el Estado no debe intervenir para impedir que haya empresas tan grandes que parecen monopolios.

			El capítulo dos trata del dinero y el capital. Observamos que sin dinero la vida sería mucho más complicada porque el trueque limita enormemente los intercambios, y concluimos que no fue casual que al final el oro se impusiera como el dinero por excelencia. El valor del dinero depende de su oferta y su demanda: analizamos su lógica y consecuencias, como los cambios en el poder adquisitivo del dinero. Describimos las relaciones entre dineros, es decir, los tipos de cambio y el comercio exterior. A continuación abordamos el capital, o el valor monetario de los factores productivos, la forma en que los capitalistas participan en los proyectos empresariales, la diferencia entre capital y bienes de capital, y la liquidez de los agentes económicos. Por último, defendemos el ahorro, habitualmente demonizado por disminuir la demanda de bienes de consumo, y exponemos el fracaso del socialismo.

			La banca y los ciclos económicos son objeto de la tercera lección. Puede haber bancos comerciales o de inversión, pero cuando expanden de forma artificial el crédito provocan que la inversión supere el ahorro necesario para financiarla y el sistema financiero queda expuesto a un riesgo sistémico. Este riesgo se vio a su vez multiplicado tras la aparición de los bancos centrales, monopolistas de la emisión y financiadores de los Gobiernos, que al actuar como prestamistas en última instancia incrementaron acusadamente la capacidad de la banca privada de expandir el crédito sin respaldo del ahorro. Estas expansiones y la consiguiente descoordinación de ahorro e inversión generan las burbujas que desembocan en las crisis. Muchos piensan que el Estado resultará en ese caso imprescindible para superar la crisis, en vez de la mano invisible del mercado. Nosotros, en cambio, argumentamos que el «pie visible» del Estado retrasa la recuperación a través de medidas equivocadas como el rescate público de la banca, la estabilización de los precios y los engañosos planes de estímulo basados en un mayor gasto público. Así ha sucedido con la crisis económica actual, que no fue fruto de la codicia ni de la desregulación, sino del intervencionismo de unos Estados que, además de animar la burbuja, una vez que ésta estalló acometieron políticas públicas que han resultado un completo fracaso.

			El capítulo cuatro trata de la riqueza y la pobreza, que dan lugar a múltiples equívocos, empezando por la extendida creencia de que tienen que ver necesaria y automáticamente con la abundancia o escasez de recursos naturales, como si África careciera de ellos, y siguiendo por la idea de que la riqueza es un juego cuya suma da cero, es decir, que uno sólo puede ganar lo que pierde otro. En realidad, los seres humanos tienen capacidad de crear riqueza sin perjudicar a nadie y beneficiando además a muchos: eso es el mercado, que requiere la libertad. Pero esa capacidad creadora es objeto de un antiguo recelo, por el que se considera a las personas un peligro para la prosperidad, para la naturaleza y hasta para el clima y únicamente ve en el comercio y en las empresas daño y explotación. 

			Subrayamos la importancia del marco institucional —de la paz, la justicia y la libertad— y rechazamos las explicaciones de la pobreza según teorías inconsistentes, como la suma cero, la explotación y la falta de ayuda exterior, y además irrespetuosas, como la que sugiere que los pobres son radicalmente diferentes de los demás seres humanos porque son incapaces de salir adelante por sus propios medios precisamente porque son pobres. Es una falacia, porque los pobres tienen tanta capacidad como los demás y pueden trabajar y montar negocios y empresas. 

			A veces se presenta a la intervención pública como indispensable para dejar atrás la pobreza, pero esta idea no es cierta, y tampoco lo es la urgencia de la intervención en pro de la supuesta «lucha por la igualdad»: al ser imposible erradicar la desigualdad humana por completo, esa lucha se convierte en una excusa perfecta para la coacción perenne, una coacción que nunca logra la igualdad sino más bien una sucesión de desigualdades arbitrarias. 

			La quinta y última lección analiza el papel del Estado, empezando por sus dos características fundamentales: la coacción y la legitimidad. Diferenciamos así al Estado de todas las demás instituciones de la sociedad civil con las que de forma errónea se lo compara, como si fuera lo mismo el Estado que una familia o una empresa. A continuación refutamos la teoría del origen del Estado en un contrato social y denunciamos la distorsión perpetrada a raíz del paso de la igualdad liberal, la igualdad ante la ley, a la igualdad socialista, la igualdad mediante la ley. En efecto, la falacia de la «extensión de derechos» o de la «justicia social» estriba en que pulverizan toda noción de límites al poder político y, al contrario, se convierten en arietes contra la libertad y los derechos de los ciudadanos. La democracia se ha transformado, paradójicamente, en un sistema donde los ciudadanos eligen cada vez menos.

			A la ficción de que el Estado garantiza «conquistas sociales» se ha unido en tiempos recientes otra: la del Estado en retroceso, hostigado por un pretendido liberalismo que jamás ha existido; en ninguna parte del mundo se ha reducido el peso del Estado. Todo lo del neoliberalismo o «fundamentalismo del mercado», o consignas de este tipo, es pura invención. En cambio, lo que no resulta una invención es el coste del Estado, como lo prueban los gastos públicos y los impuestos, cuya lógica analizamos junto con la conducta de quienes pagan y no pagan al fisco. 

			El Estado se presenta como imprescindible. No lo es: aunque todos los servicios que cubre fueran inexistentes, los ciudadanos podrían obtenerlos igualmente; al fin y al cabo, son ellos los que los pagan, no los políticos. Subrayamos el error de pensar que el Estado es sólo bueno y que sabe y puede resolver todos los problemas sin crear a su vez problemas nuevos. Y terminamos el capítulo cinco con una nota de esperanza: después de todo, el Estado no fue siempre tan intervencionista, oneroso e intrusivo como lo es hoy.

			El libro se cierra con unas conclusiones que recapitulan las cinco lecciones sobre economía y defienden la tesis central: el liberalismo no es pecado.

		

	


	
		
			1 

Precios, beneficios y competencia

			Casi todos los manuales suelen empezar definiendo la economía como la ciencia que estudia la distribución de medios escasos con fines competitivos. La caracterización, correctamente entendida, puede resultarnos válida; su problema, sin embargo, es que da bastantes cosas por supuestas. Mejor comenzamos por el principio.

			Y el principio es que el ser humano actúa. Imaginamos que semejante afirmación no le resultará demasiado sorprendente, pero justo por ello —justo porque es un hecho bastante evidente y fácil de aceptar por todos— es el punto de partida que vamos a adoptar. La cuestión entonces es, ¿por qué actúa el hombre? Es decir, ¿por qué simplemente no se queda quieto sin hacer nada? Al fin y al cabo, actuar —tomar decisiones, ejecutarlas, arrepentirse de ellas si han sido malas...— es algo costoso y en algunos casos molesto. Pero los seres humanos seguimos haciendo cosas sin cesar. ¿Por qué motivo?

			Si lo pensamos bien, actuamos para mejorar nuestra situación actual (o para evitar que empeore). Es decir, para provocar un cambio positivo en nuestras vidas: comemos para saciar nuestro apetito; vemos una película para divertirnos; leemos un libro para colmar nuestra curiosidad intelectual; hacemos footing para mantenernos en forma, etc.

			A ese cambio positivo que queremos alcanzar con nuestra acción lo llamaremos «fin». Los fines, por consiguiente, serán los objetivos de nuestra acción, aquellos propósitos que pretendemos lograr para mejorar nuestra situación (o, como decíamos, para evitar que empeore). Pero, como resultará razonable, para conseguir nuestros fines necesitaremos ciertos «medios», que serán aquellos instrumentos o «cosas» con los que provocaremos el cambio positivo del que estamos hablando. Sin los medios adecuados no podremos lograr nuestros fines: sin comida que nos agrade no saciaremos nuestro apetito; sin una buena película y un óptimo equipo de reproducción no nos divertiremos; sin el libro que contiene la resolución a nuestras dudas (confiamos en que, en lo relativo a la economía, sea éste) no calmaremos nuestra curiosidad intelectual; y sin la vestimenta y el espacio para correr no podremos hacer footing.

			Normalmente, para satisfacer un fin hará falta más de un medio, de modo que el ser humano tendrá que ordenar de forma correcta esos medios para que den el resultado pretendido. Es como una receta de cocina: si tenemos los ingredientes pero no los combinamos de manera conveniente, nos quedaremos sin pastel (o nos saldrá un pastel que haremos bien en no comer). A la organización de un conjunto de medios diseñada por un ser humano la denominaremos «plan de acción» (el lector, si lo prefiere, puede sustituir este tecnicismo economicista por el mucho más cercano, familiar y comprensible término de «receta»). 

			Ahora bien, ¿se ocupa la economía del estudio de todos los medios posibles que integran un plan? El oxígeno, por ejemplo, es un medio que estará presente en prácticamente todos los planes de acción imaginables (salvo que nuestro fin sea el suicidio por asfixia); también lo serían una adecuada temperatura para no morir achicharrados o de hipotermia, una llevadera presión atmosférica, la presencia de un suelo firme que pisar, etc. ¿Cómo hacer para que las enseñanzas de la economía no terminen absorbiendo a las de la física o la geología? Bueno, los economistas hemos optado por no ser imperialistas y limitar nuestro campo de estudio a sólo una fracción de todos los medios que nos rodean: los llamados bienes económicos. 

			Los bienes económicos son medios que, además de servir para la satisfacción de un fin, cumplen con dos características: están disponibles y son escasos. Si los medios no estuvieran disponibles, se quedarían en meras potencialidades: todo el hierro del centro de la Tierra o todo el oro de Marte no nos sirven, de momento, para satisfacer ninguno de nuestros fines; sólo cuando podamos acceder a ellos, podremos emplearlos para mejorar nuestro bienestar. Asimismo, si los medios no son escasos en relación con los fines que queremos alcanzar con ellos, no habrá motivo para «economizarlos», esto es, para racionar su uso: el oxígeno es superabundante, de manera que todos podemos respirar sin excluir a nadie; una manzana, por el contrario, es escasa: si se la come Juan, no se la puede comer Pedro, por tanto, hay que ver quién se la termina zampando.

			Ya sabemos, pues, qué es un bien económico. ¿Pero acaso son todos iguales? Como es obvio, y no nos referimos solamente a su apariencia física o al uso que podamos hacer de ellos, sino también al lugar que ocupan dentro de nuestros planes de acción. Hay bienes económicos con los que podemos satisfacer directamente nuestras necesidades (una manzana, una novela, una manta, un televisor, etc.): los denominaremos «bienes de consumo». 

			Luego, hay otros bienes que sirven para producir los bienes de consumo (un manzanero, una imprenta, la lana, la carcasa del televisor, etc.), a los que llamaremos «factores productivos de primer orden». Y análogamente nos encontramos con otro tipo de bienes que se utilizan para fabricar los factores productivos de primer orden (a los que, para no complicarnos la vida, llamaremos «factores productivos de segundo orden»), con otros que permiten elaborar los factores productivos de segundo orden (a los que podemos llamar, sorpresa sorpresa, «factores productivos de tercer orden»), etc.
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			Ahora ya podemos volver a la definición tradicional de economía: «La ciencia que estudia la distribución de medios escasos entre fines competitivos». Dado que los fines de todos los seres humanos son potencialmente infinitos y que en un determinado momento del tiempo no pueden satisfacerse todos ellos a la vez, es necesario estudiar cuál es el modo más racional de aprovechar los bienes económicos y cuáles son los fines cuya consecución debemos priorizar. Por ejemplo, una barra de pan puede servir o bien para hacer un bocadillo o bien para alimentar a las palomas, pero no para ambos propósitos a la vez. Siendo así, ¿en qué debemos utilizar esa escasa barra de pan que sólo admite un uso?

			Individualmente, el problema es bastante sencillo de resolver: cada persona conoce cuáles son sus fines más importantes y, por tanto, también sabe cuáles son los usos más relevantes que puede darles a sus bienes económicos. Verbigracia, si para un individuo es más significativo saciar su hambre que alimentar a las palomas, destinará la barra de pan al primero de esos fines. 
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			En cierto modo, podríamos decir que cada ser humano dispone en cada momento del tiempo de una jerarquía o escala de preferencias. Aquellos fines que estén más arriba en esta escala serán más valiosos que los que se sitúen por debajo.

			En consecuencia, cada individuo tratará en cada momento de cumplir con los fines que le resulten más valiosos, para lo cual precisará los bienes económicos adecuados (si tenemos hambre, necesitaremos un bocadillo, no un yunque). Los bienes económicos, por tanto, le serán más o menos convenientes según le permitan satisfacer fines más o menos preciados (si saciar el hambre es más importante que leer japonés, el bocadillo será más útil que una novela japonesa). Y dentro de los bienes económicos, los factores productivos de primer orden serán más o menos útiles según permitan fabricar bienes de consumo que, a su vez, sean más o menos útiles (y lo mismo con los factores productivos de segundo orden con respecto a los de primer orden).
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			Una implicación de lo anterior es que los bienes económicos no pueden aprovecharse para satisfacer muchos objetivos simultáneamente (si salimos de fiesta, no podemos quedarnos estudiando en casa), de modo que los individuos, al elegir utilizarlos de una determinada manera (aquella que les resulte más valiosa), también estarán eligiendo no emplearlos de otro modo (aquel que les resulte relativamente menos valioso). Los fines relativamente menos valiosos a los que renuncian al usar bienes económicos de un determinado modo constituirán su «coste de oportunidad»: cada vez que tomamos una decisión estamos renunciando a las opciones alternativas que podríamos haber tomado, es decir, perdemos la oportunidad de darles un uso distinto a nuestros bienes económicos, lo cual nos habría permitido alcanzar fines diferentes a los que finalmente lograremos. Como es lógico, el individuo persigue fines cuyo valor supera su coste de oportunidad.

			
				El valor es la importancia subjetiva que los individuos atribuyen a sus distintos fines. La utilidad es la importancia subjetiva que atribuyen a los diferentes bienes económicos. El coste de oportunidad es el valor de los fines alternativos a los que renunciamos cada vez que decidimos perseguir un determinado fin.

			

			Pero ¿son éstas todas las nimiedades que los economistas podemos decir acerca de cómo los seres humanos formamos nuestras preferencias? No, hay dos cuestiones más (no son muchas, pero bueno, algún campo de estudio les tendremos que dejar a los psicólogos). Lo primero es que la utilidad de un bien económico decrece conforme tenemos más unidades del mismo. Por ejemplo, si no disponemos de ningún coche, el primero lo valoraremos bastante, pues con él ganaremos autonomía para viajar allá donde queramos; el segundo coche nos será sustancialmente menos útil, dado que apenas nos servirá como reserva en caso de que se estropee el primero (o para que nuestro hijo pueda salir de juerga el fin de semana); y ya el tercero, cuarto y quinto serán mucho menos valorados, a menos que tengamos la afición de coleccionarlos. En otras palabras, puesto que las primeras unidades de un bien económico las destinaremos a satisfacer los fines más valiosos, las subsiguientes unidades, que se emplearán para los fines menos valiosos, serán necesariamente menos útiles. Es lo que de forma técnica se conoce como «ley de la utilidad marginal decreciente».

			Lo más probable es que esté pensando que acabamos de soltar otra obviedad. No vamos a negárselo; sin embargo, tenga en cuenta que esta obviedad turbó el pensamiento de varias generaciones de economistas. En los siglos XVIII y XIX, la práctica totalidad de los economistas no entendían por qué la gente valoraba más los diamantes que el agua cuando, objetivamente, el agua es mucho más útil que los diamantes (es lo que tienen los seres vivos: sin agua, mueren). La respuesta, a la luz de la ley de la utilidad marginal decreciente, resulta bastante clara: como el agua es tan abundante, los individuos valoran muy poco disponer de un litro adicional de agua, pero, en cambio, valoran muchísimo poseer un bellísimo diamante adicional (más que nada porque al menos el 99 % de la humanidad no tiene ninguno entre las manos). No obstante, casi seguro que si una persona se extravía por el desierto durante varios días, pasará a valorar más un vaso de agua que un diamante.

			La segunda cuestión que los economistas podemos decir acerca de las preferencias humanas probablemente también le parezca una perogrullada: los individuos queremos satisfacer nuestros fines cuanto antes mejor y asumiendo el menor riesgo posible. Si usted está sediento, optará por beber ahora a hacerlo dentro de una hora, de un día o de un año (suponiendo que pueda aguantar deshidratado tanto tiempo). Asimismo, a menos que sea un ludópata, preferirá beberse el vaso de agua a echar una quiniela cuyo premio máximo sea beber ese vaso de agua. Y si fuera un ludópata, su objetivo no sería sólo el de saciar su sed, sino el de saciar su ludopatía, a saber, las ansias de participar en un juego y de apostar (por eso, correctamente entendido, no existen personas que disfruten arriesgándose a no satisfacer sus fines, pues el ludópata no quiere arriesgarse a no poder jugar y apostar, que es lo que constituye su auténtico fin).

			Por consiguiente, valoramos más aquellos bienes económicos que nos permitan satisfacer antes y con la mayor seguridad posible nuestros fines. No podría ser de otro modo: nuestro tiempo vital es escaso y, por tanto, debemos economizarlo. Sólo renunciaremos a cumplir un fin de manera inmediata y segura a cambio de alcanzar otros fines más valiosos: por ejemplo, podemos rechazar beber ahora un vaso de agua con el que saciar en parte nuestra sed a cambio de que dentro de quince minutos nos entreguen dos vasos con los que saciarla por completo. O podemos renunciar a unos euros para echar una quiniela si sabemos que, en caso de ganarla, podemos volvernos multimillonarios (aunque no sea algo demasiado probable). 

			Los economistas han dado a estas dos propiedades de nuestras preferencias sendos nombres, muy rimbombantes: principios de preferencia temporal y de aversión al riesgo. Una forma más sencilla de expresarlo sería decir que los seres humanos somos impacientes y prudentes (algunos más que otros).

			
				Los seres humanos preferimos satisfacer nuestros fines lo antes posible y asumiendo pocos riesgos.

			

			En definitiva, cada individuo les dará a los bienes económicos el mejor uso del que sea consciente en función de cuatro factores: su escala de preferencias, la cantidad de bienes económicos de que disponga, su impaciencia, y su prudencia. Si alguno de estos elementos cambia, el aprovechamiento de sus bienes económicos también variará.

			Conviene matizar que la afirmación de que un individuo va a dar a sus bienes el mejor uso del que sea consciente no significa que ese uso sea siempre racional, coherente o acertado. Los seres humanos no somos máquinas fríamente calculadoras que han planificado desde un comienzo todos los detalles de sus vidas; al contrario, somos individuos caprichosos, impulsivos, retorcidos, falibles y, en ocasiones, no demasiado inteligentes (aunque también podemos ser personas calmadas, reflexivas, bondadosas y previsoras). En un momento determinado podemos considerar que un cierto empleo de los bienes económicos es el más adecuado para satisfacer nuestras necesidades y, acto seguido, descubrir que hemos cometido un error fatal del que nos arrepentiremos durante toda la vida. Lo que queremos decir, en cambio, es que cada agente les otorgará a los bienes económicos el uso que en cada momento considere como más adecuado, por obsceno, inmoral, absurdo o disparatado que pueda parecerle a un observador externo.

			Pues bien, si desde el punto de vista individual no resulta demasiado complicado resolver el problema de qué distribución ha de dárseles a unos recursos que son temporalmente escasos, desde una perspectiva social sí pueden surgir ciertas dificultades: si dos individuos desean utilizar de manera excluyente el mismo bien económico, ¿cuál de los dos debe tener preferencia? 

			 

			 

			De la propiedad privada a la armonía de intereses

			 

			Aunque existen muchas y diversas normas sobre cómo resolver los conflictos derivados de que concurran diversos planes de acción sobre unos mismos recursos, sólo una de ellas permite que todos los seres humanos puedan cooperar pacíficamente para satisfacer sus variados fines: nos referimos a la propiedad privada, el derecho de un individuo a impedir que otras personas usen sus bienes. La propiedad privada —incluida la propiedad sobre el propio cuerpo— implica que ninguna persona puede utilizar por la fuerza a otra para satisfacer sus fines, de modo que toda cooperación humana ha de tener un carácter voluntario y mutuamente beneficioso. 

			
				La propiedad privada es la norma que permite el florecimiento de una cooperación humana que sea voluntaria y mutuamente beneficiosa.

			

			No sucedería lo mismo si una persona o un grupo de personas pudiesen forzar al resto a trabajar en contra de su voluntad. En ese caso hablaríamos de esclavitud: los fines de unos individuos se cumplirían a costa de reprimir los de otros individuos. En este sentido, la esclavitud a pequeña o gran escala podría ser otro sistema alternativo a la propiedad privada con el que economizar los recursos; sin embargo, aparte del ataque que supondría a las libertades naturales de los seres humanos, acarrea ingentes problemas de eficiencia, que procederemos a analizar en el próximo capítulo.

			De momento nos centraremos en comprobar cómo, mediante el respeto a la libertad individual y a la propiedad privada, todos los individuos terminan cooperando de manera voluntaria para satisfacer sus respectivos fines. Y es que, incluso dejando de lado el hecho de que el ser humano es un animal hipersocial que necesita relacionarse con otra gente y que desarrolla lazos afectivos y empáticos con sus familiares, sus amigos y conocidos, existen ventajas evidentes en que cada persona, a diferencia de Juan Palomo, no se lo guise y se lo coma todo. Cooperar con otra gente es individual y socialmente provechoso.

			Para empezar, existen actividades que, por mucho que lo deseáramos, simplemente no podría acometer una sola persona: leer una novela original, las operaciones con anestesia total, jugar un partido de fútbol, mantener una conversación, etc. Incluso para las tareas más básicas de nuestro día a día necesitamos de la colaboración de otros seres humanos.

			Luego nos encontramos con otras actividades que, si bien podríamos desarrollar de forma individual, es mejor que las deleguemos a otras personas más capacitadas. Por suerte o por desgracia, no todos los individuos somos igual de buenos en todo: unos son excelentes jugadores de fútbol, otros físicos nucleares muy inteligentes y otros mecánicos muy habilidosos. Parece conveniente que cada uno se concentre en desarrollar y potenciar aquellas facultades en las que tiene una cierta ventaja frente al resto. No tendría mucho sentido, por ejemplo, que los Isaac Newton, Thomas Alva Edison, Albert Einstein o Bill Gates de este mundo perdieran el tiempo cultivando su comida, tejiendo su ropa y construyendo sus casas, cuando pueden dedicarlo a hacer avanzar la ciencia y la técnica, e intercambiar sus descubrimientos por el alimento, vestidos y viviendas que hayan elaborado otros. Ni tampoco tendría sentido que los genios a menor escala, aquellas personas con un talento especial para alguna tarea concreta, tuviesen que malgastar su tiempo en actividades que pudiesen emprender de una mejor manera otros individuos que, a su vez, tuviesen ventajas en ellas.

			Además, y aunque no fuera por la diversidad de las cualidades naturales de cada persona, la cantidad de conocimiento e información que debería manejar un solo individuo para que fuera capaz de desarrollar todas las actividades que necesita para satisfacer todos sus fines vitales resultaría, desde luego, inabarcable. No lo podemos saber todo sobre todo. A este respecto, basta con que consideremos no ya la cantidad de carreras universitarias existentes, sino de especialidades dentro de esas carreras, para que comprendamos que un mismo individuo no puede ser un experto en todas ellas: podrá ser un buen físico nuclear, un buen contable o un buen historiador del período victoriano, pero desde luego no podrá dominar todas las disciplinas que imaginar quepa. No tenemos ni el tiempo, ni la inteligencia, ni la memoria suficientes para ello; el refranero español es bastante sabio al respecto: «Quien mucho abarca, poco aprieta», es decir, quien estudia muchos campos no podrá más que adquirir un conocimiento superficial en cada uno de ellos, de ahí que sea preferible que cada cual profundice mucho en algunas áreas concretas e intercambie sus descubrimientos y destrezas con los del resto de individuos. La variedad de conocimiento de una sociedad será infinitamente mayor si cada persona ahonda mucho en una materia que si todas saben muy poquito de todas.

			A los economistas les encanta poner el tonto ejemplo, en apariencia, de la fabricación de un lápiz. A buen seguro, si le dijéramos que producir un lápiz —de esos que puede tener tirados por encima del escritorio— es algo complicadísimo, que va más allá de la inteligencia y la pericia de cualquier ser humano, probablemente soltaría una carcajada. El problema es que con ello sólo contribuiría a probar que los seres humanos tendemos a sobrevalorar nuestras capacidades a la hora de manejar grandes volúmenes de información.

			Fíjese: primero será necesario fabricar el cuerpo del lápiz, para lo cual habrá que cortar un árbol en troncos y transportarlo al aserradero. Sólo para esta actividad ya se requiere sierras, camiones, cuerdas, gasolina y muchos otros factores productivos que previamente deberíamos haber fabricado (y no se trata de algo sencillo: hay que extraer el mineral de hierro, convertirlo en acero y, posteriormente, en sierras o motores; encontrar petróleo, refinarlo y transformarlo en gasolina, etc.). Una vez en el aserradero —que deberá contar ya con todos los factores productivos propios de la industria, como vagones, rieles, motores de ferrocarril, etc.— será menester cortar los troncos en pequeñísimas láminas que, más tarde, habrá que secar, entintar y esmaltar. Con esto ya tendremos el cuerpo del lápiz, pero nos quedará la punta de grafito.

			Para conseguirla, primero habrá que extraer el grafito de las minas y mezclarlo con hidróxido de amonio (que deberemos haber producido antes; dejamos a su pericia el averiguar cómo). Tras añadirle otros agentes químicos como el sebo sulfurado, el material resultante deberá cortarse a medida, secarse y hornearse a 1.000 grados centígrados (de modo que también tendremos que contar con los conocimientos necesarios para haber producido un horno).

			En caso de que seamos unos sibaritas y deseemos añadirle al lápiz una goma de borrar en el extremo opuesto a la punta, será preciso confeccionar pequeñas piezas de cinc o cobre (que, de nuevo, deberán haberse extraído de las minas y convertido en finas láminas) y la goma propiamente dicha.

			En resumen: nadie individualmente podría fabricar un lápiz a menos que colaborara con otras personas que le proporcionaran gran parte de los medios y del conocimiento que necesita. Y si los lápices ya nos resultan inabarcables, ¡imagine los coches, los aviones o los medicamentos! Mejor buscamos algo de ayuda.

			En principio, pues, parece que a los seres humanos nos interesa dividir nuestras actividades y cooperar de forma voluntaria unos con otros para maximizar los fines que podemos satisfacer. Sin embargo, numerosos pensadores han expresado a lo largo de la historia sus temores a que existan individuos o sociedades que sean mejores que el resto en todo tipo de tareas y a los que, por tanto, no les interese en absoluto colaborar con los demás. Imaginemos que, en contra de lo que hemos sostenido hasta el momento, existen individuos que son más habilidosos en cualquier materia que los demás y que, además, poseen una inteligencia tan desproporcionada como para profundizar en todas las disciplinas posibles. ¿Acaso no saldrían beneficiados si se aislaran del resto de las personas y se proporcionaran ellos solitos todos los bienes económicos?

			Pues lo cierto es que no. Hay un bien que siempre será escaso y que, por tanto, todas las personas deberán economizar: el tiempo. Como un individuo no puede desarrollar todas las tareas a la vez, en cada instante deberá escoger qué actividades emprende y cuáles desatiende. Y, obviamente, las que le conviene ejecutar son aquellas en las que tiene una mayor ventaja frente al resto de la gente. Dicho de otro modo, si alguien es muchísimo mejor que su vecino cultivando trigo, pero sólo un poco mejor produciendo tomates, saldrá beneficiado si se centra en el trigo y le ofrece unos kilogramos del mismo a su vecino a cambio de algunos de sus tomates. O, por recurrir a un ejemplo tal vez más inteligible, es posible que un empresario sepa mucha más contabilidad que los contables a los que contrata, pero le saldrá mucho más a cuenta ocuparse de aquello en lo que es relativamente mejor (dirigir la empresa) que perder el tiempo rellenando las cuentas financieras de su compañía.

			Por todos estos motivos, los seres humanos siempre podrán salir beneficiados dividiéndose y repartiéndose el trabajo: a cada cual le convendrá focalizarse en producir unos bienes o servicios concretos para después intercambiarlos por los que han producido el resto de las personas. Dicho de otro modo, por interés personal, los seres humanos tendemos a convertirnos en productores especializados y consumidores generalistas: cada uno de nosotros les ofrece a los demás unas mercancías o servicios muy específicos y, a su vez, demanda del resto una amplia variedad de bienes. Por ejemplo, A produce sólo comida, B produce sólo vestidos, C produce sólo casas y D produce sólo televisores, pero todos ellos piden comida, vestidos, casas y televisores. Todos salen beneficiados si se concentran en fabricar una vasta cantidad de un solo bien que, ulteriormente, intercambian por el resto de los bienes, en lugar de dedicarse cada uno de ellos a producir de forma torpe muy pocas cantidades de comida, vestidos, casas y televisores.

			
				La división del trabajo y del conocimiento permite incrementar la producción de bienes económicos, lo que beneficia a todos los individuos.

			

			La propiedad privada, por consiguiente, conduce a la armonía social de los intereses individuales. Cada persona tiene un dominio completo sobre su propiedad, pero como no puede sobrevivir o prosperar aisladamente, debe utilizarla dentro de un esquema cooperativo mucho más amplio como es la división del trabajo. De este modo, todos los individuos, antes de satisfacer la mayoría de sus fines, tendrán que investigar cómo aprovechar su propiedad para cumplir los fines de las demás personas: qué bienes económicos debe producir para intercambiar por aquellos otros que fabrican el resto y que él necesita.

			
				Gracias a la propiedad privada y a la división del trabajo, cada individuo debe preocuparse por satisfacer los fines de los demás antes que los suyos.

			

			 

			Los precios: las señales de tráfico de la economía

			 

			Una vez convenido que a los seres humanos nos conviene cooperar de forma pacífica dentro de un marco jurídico que pivote sobre el respeto de la propiedad privada y que se organice en torno a la división del trabajo, llega lo realmente complicado: cómo sabe cada cual qué bienes debe producir, esto es, cómo sabe qué bienes son más urgentemente demandados por el resto de personas. 

			La tarea no es sencilla. Pensemos que en una economía moderna entran en juego las preferencias de millones (en realidad, miles de millones) de seres humanos. Cada individuo produce (o contribuye a producir en parte) uno o varios bienes económicos que al final adquirirá y usará gente que vive a miles de kilómetros de distancia y cuya existencia jamás llegará a conocer; y, a su vez, cada individuo compra las mercancías que necesita a otras personas que lo más probable es que tampoco le conozcan y que podrían vivir incluso en sus antípodas. El mercado es un orden tremendamente amplio, complejo e impersonal: nos relacionamos mediante la economía e intercambiamos con gente de la que apenas tenemos información y lo hacemos con la esperanza de aprovechar al máximo las ventajas de la división del trabajo. Pero ¿cómo montamos esa organización amplia, compleja e impersonal? ¿Cómo le asignamos a cada agente su posición dentro del sistema productivo?

			Una posibilidad sería que una persona o grupo de personas decidieran la ocupación de la totalidad de los individuos y de los recursos de una economía. Pero si hemos dicho que una de las ventajas de la división del trabajo era que podíamos repartir el conocimiento en millones de cabezas humanas para hacerlo más manejable, no tendría mucho sentido ahora que volviéramos a concentrarlo a la hora de planificar sus actividades. De nuevo, si nadie puede albergar en su cabeza todo el conocimiento para fabricar directamente un lápiz (o un ordenador, un telar, una cremallera, un alto horno, un portaviones, un televisor, un edificio, etc.), tampoco puede tenerlo para dirigir la totalidad de las operaciones que intervienen en la producción de un lápiz.

			Pero si no hay nadie al mando, ¿cómo se distribuyen los recursos a lo largo y ancho de la economía? Karl Marx acusó al capitalismo de ser una «anarquía productiva», pues al fin y al cabo nadie organizaba desde arriba la totalidad del sistema; cada empresario decidía de manera en apariencia arbitraria qué y cómo producir, pero nadie regulaba las relaciones entre las distintas compañías. ¿Acaso tenía razón Marx? ¿Acaso la economía de mercado funciona sin orden ni concierto?

			No parece que sea así, puesto que muchas personas están acostumbradas a ser dirigidas por otras desde la más tierna infancia (padres, empresarios, políticos, profesores). De forma inconsciente, relacionamos la palabra «dirección» con la palabra «orden» y, por tanto, «ausencia de dirección» con «caos». No se nos ocurre pensar que cuando un sistema de organización es terriblemente complejo —como sucede con una economía— tratar de dirigirlo desde arriba puede abocarlo precisamente al mayor de los desórdenes y desbarajustes. Piénselo, ¿cómo se orientaría mejor por Moscú? ¿Sin un mapa de la ciudad o con un mapa de París que creyera que es de Moscú? En ocasiones, es mejor no disponer de indicaciones a tener unas pautas incorrectas.

			Mas la pregunta sigue en el aire. ¿Cómo pueden todos los agentes de una economía a coordinarse entre sí en sus diversos roles de consumidores y productores? Bueno, pues ha llegado el momento de hablar del sistema de precios, que será la principal línea de comunicación entre unos y otros.

			Para empezar, ¿qué es un precio? Un precio no es más que la relación a la que se han intercambiado en el pasado dos productos. Por ejemplo, si dos personas truecan una camiseta por 100 huevos, diremos que el precio de una camiseta son 100 huevos, o que el precio de un huevo es 0,01 camisetas.

			
				Un precio es la relación histórica de intercambio entre dos productos.

			

			En las economías modernas, el trueque de productos ha sido desplazado por la aparición del dinero, que no es más que el medio general de intercambio con el que compramos todos los bienes económicos. En el capítulo dos explicaremos cómo y por qué surge el dinero. De momento, basta con que nos demos cuenta de que, una vez ya se ha generalizado su uso, los precios pasan a expresarse en términos de dinero. Por ejemplo, si podemos ir a una tienda e intercambiar 10 euros por una camiseta, diremos que el precio de la camiseta son 10 euros (en lugar de decir algo que también sería correcto, pero poco claro, como que el precio de un euro es de 0,1 camisetas).

			Teniendo esto en cuenta, ¿cómo se las arreglan consumidores y productores para comunicarse a través del sistema de precios? Comencemos con los consumidores.

			Los consumidores acuden al mercado con el dinero que han obtenido de vender sus mercancías a otros consumidores y comparan la utilidad marginal que les proporciona cada uno de los bienes económicos disponibles con el precio que piden por ellos. Este precio representa para el consumidor el coste de oportunidad de adquirir los bienes: el dinero que se gasta de una determinada manera no puede gastarse de otra, esto es, no puede gastarse en adquirir otros bienes económicos en el presente o en el futuro. Por consiguiente, la elección del consumidor es relativamente fácil: adquirir aquellos bienes que le proporcionen una mayor utilidad en relación con el precio que paga por ellos. 

			Si la utilidad de un bien es muy elevada, el consumidor estará dispuesto a pagar un alto precio por él (esto es, a renunciar a la compra de muchos otros bienes económicos); si, en cambio, ésta es reducida, el precio que estará determinado a abonar será igualmente bajo (no aceptará renunciar a demasiados bienes económicos alternativos). En consecuencia, cada consumidor comparará los precios que le exigen todos los productores y escogerá aquellos bienes económicos cuyo provecho supere el coste de oportunidad que representa su precio. 

			Como es obvio, los consumidores se lanzarán en manada a comprar aquellas mercancías cuya utilidad sea muy alta y su precio muy reducido. El empresario que consiga ofrecer un producto con estas condiciones estará lanzando un contundente mensaje a todo el mundo: «Podéis acceder a un bien económico que satisface fines muy valiosos a cambio de renunciar a una cantidad muy pequeña del resto de vuestros fines». El cóctel perfecto.

			Por el contrario, los consumidores tenderán a repudiar aquellos bienes que les resulten muy poco beneficiosos y cuyo precio sea muy elevado. En este caso, los empresarios les estarán pidiendo que renuncien a fines muy apreciados para satisfacer otros muy poco importantes. Un despropósito elemental.

			En la siguiente tabla podemos encontrar resumidos los distintos tipos de productos en función de su precio de venta y de la utilidad que les proporcionan a los consumidores.
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			Los productos de gama alta y de gama baja poseen su nicho de consumidores. Ninguno de los dos tiene por qué tener más éxito que el otro. En ocasiones, los consumidores pueden preferir menores prestaciones a cambio de un precio más bajo (pensemos en las compañías aéreas low cost) y, en otras, pueden escoger mayores prestaciones a cambio de un precio más alto (en los servicios sanitarios, por ejemplo). La cuestión que se plantea el consumidor es evidente, ¿el extra de utilidad que me proporciona el bien compensa el coste de oportunidad adicional (el sobreprecio) que tengo que asumir? A veces sí, a veces no. Según el sector, las circunstancias, el nivel de renta, los deseos de ostentación, etc., los consumidores se decantarán por un tipo de producto u otro y los empresarios deberán adaptarse a sus preferencias. 

			De lo que caben pocas dudas es de que los productos fiasco tienden a fracasar y a desaparecer con relativa rapidez del mercado: la gente no los compra, de modo que su fabricante tiene que readaptarse lo antes posible a las preferencias de los consumidores, ya sea reduciendo su precio (para convertirlo en un producto de gama baja) o mejorando su calidad (para transformarlo en un producto de gama alta).

			Ahora bien, si la clave del éxito está en fabricar bienes muy valiosos y venderlos a muy bajo precio, ¿por qué no todos los empresarios lo hacen? ¿Por qué los hay tan rematadamente estúpidos como para empeñarse en prosperar vendiendo carísimos productos de muy baja calidad?

			Pues porque no es lo mismo predicar que dar trigo, es decir, no es lo mismo hablar en términos abstractos y generales que descender a la realidad del mercado, donde las decisiones empresariales resultan mucho más complejas que las teorizaciones que hacemos los economistas. De entrada, en muchas ocasiones los hombres de negocios ni siquiera tendrán claro cuáles son los productos —y todas sus cualidades y especificidades— que resultan más útiles para los consumidores. Esto es especialmente cierto en el caso de bienes económicos nuevos y sin antecedentes; nadie posee la experiencia de haberlos comercializado y nadie puede estar del todo seguro sobre cómo responderán los clientes. Esta información no les viene dada a los empresarios, sino que su descubrimiento es una tarea fundamental que se desarrolla dentro del proceso competitivo de un mercado libre: como veremos más adelante, es la competencia —la libertad para proponer planes de negocio alternativos que desplacen a aquellos otros que menos valor generen— lo que tiende a garantizar la mejor satisfacción de las necesidades de los consumidores.

			Sin embargo, aun en el caso de que todos los empresarios supieran con seguridad qué tipo de producto deben fabricar, se toparían con otra dificultad: ¿les será posible venderlo a un precio lo suficientemente bajo como para atraer a los consumidores? Al fin y al cabo, los empresarios, antes de vender su mercancía, tienen que fabricarla y, para ello, deberán comprar o contratar factores productivos, a los que deberán pagarles una determinada cantidad de dinero a cambio de sus servicios. Esas sumas de dinero que los empresarios pagan a los factores productivos constituirán sus costes de producción. Y, llegados a este punto, pasamos a analizar cómo coordinan sus decisiones los empresarios en un mercado libre.

			
				Los costes de producción son los pagos que los empresarios efectúan a los factores productivos.

			

			Los costes de producción, en última instancia, constituyen la exteriorización monetaria de los costes de oportunidad: el dinero que los empresarios destinen a contratar unos factores productivos para que fabriquen un determinado bien o servicio no podrán emplearlo para contratar otros factores productivos para que fabriquen otros bienes o servicios: el coste de oportunidad de producir una determinada mercancía son todas las otras mercancías que no llegarán a producirse porque los factores están concentrados en la confección de la primera.

			En otras palabras, cuando un empresario contrata unos factores productivos para fabricar un bien económico X está impidiendo que se produzca otro bien económico Y. Esto significa que los empresarios no sólo compiten vendiendo sus mercancías a precios inferiores a los de la competencia (pues si intentan venderlas por unos precios superiores, los consumidores acudirán a sus rivales y el empresario se quedará sin vender), sino también comprando o contratando los factores productivos a precios mayores que los de la competencia (pues si intentan pagarles un precio menor, estos factores se irán a sus rivales y el empresario se quedará sin poder producir). A largo plazo, estas dos fuerzas provocarán que precios y costes de producción tiendan a igualarse: la competencia por vender hará que los precios se vayan reduciendo y la competencia por contratar conllevará que los costes vayan aumentando.

			La diferencia entre el precio de venta y el coste de producción de un bien económico constituye el beneficio unitario del empresario (o la pérdida, si esa diferencia es negativa). Por ejemplo, si podemos vender una mesa por 500 euros y somos capaces de comprar la madera necesaria por 200 euros y de contratar a un trabajador por 125 euros, el beneficio de vender una mesa será de 175 euros.

			Con algunos de esos factores productivos podremos fabricar muchas unidades de un mismo producto: los llamaremos «factores productivos fijos» (frente a los otros factores que se consumen cada vez que fabricamos una unidad de un bien económico, a los que podemos llamar «factores productivos variables»). Por seguir con el caso anterior, si para fabricar mesas necesitáramos equipar al trabajador con unas herramientas que cuestan 1.500 euros, esas herramientas serían factores fijos y su coste debería repartirse entre todas las unidades que produjeran. Imaginemos que las herramientas aguantan hasta fabricar 100 mesas; en tal caso, el coste unitario de producir una mesa sería el de sus factores variables —200 euros de la madera y 125 euros del sueldo por obra del trabajador— y una centésima parte del coste de sus factores fijos, las herramientas (15 euros). En total, 340 euros (lo que supone un beneficio por mesa vendida de 160 euros).

			Y, claro está, a más unidades vendidas con un margen positivo entre precios y costes, mayores beneficios acumulará el empresario: los beneficios, por tanto, son iguales al precio de venta menos el coste medio de producción multiplicado por la cantidad de unidades vendidas; o, lo que es idéntico, los ingresos totales menos los costes totales. 

			Un concepto derivado del de beneficios es el de la tasa de rentabilidad. La tasa de rentabilidad pone en relación los beneficios obtenidos con la inversión que ha debido realizar el empresario para lograrlos. Gracias a ello, permite comparar cuán provechosos son modelos de negocio muy distintos. Y es que no es lo mismo ganar 10 euros por cada 100 euros invertidos (por ejemplo, cuando los costes de producción son de 100 euros y el precio de venta es de 110) que obtener 1.000 euros por cada 100.000 euros invertidos. 

			Aunque en el segundo caso los beneficios son cien veces mayores que en el primero, si los ponemos en relación con el dinero invertido, vemos que la rentabilidad en el primer caso es del 10 % (10 dividido entre 100) y en el segundo del 1 % (1.000 dividido entre 100.000). Así pues, a los empresarios les resulta más provechoso invertir 100 euros en el primer negocio que en el segundo.

			
				Los beneficios son iguales al precio de venta menos el coste de producción medio multiplicado por la cantidad de unidades vendidas (o ingresos totales menos costes totales). La tasa de rentabilidad pone en relación los beneficios con el dinero invertido, lo que permite comparar lo provechosos que son modelos de negocio muy distintos. 

			

			Podríamos pensar que, siendo las cosas de este modo, los empresarios sólo tienen que hincharse a vender bienes económicos que proporcionen una elevada tasa de rentabilidad. Y, desde luego, nada habría que les gustara más a los empresarios. Sin embargo, hay razones de fondo que limitan una expansión continuada de las ventas de un bien: básicamente, nuestra amiga la ley de la utilidad marginal decreciente.

			Recordemos que las unidades adicionales de un mismo producto son cada vez menos útiles, de modo que si un empresario desea vender una mayor cantidad de sus mercancías deberá ir reduciendo sus precios. En otras palabras, cuando todo el mundo ya dispone de un televisor de última generación, es difícil seguir vendiendo nuevos televisores de este tipo, a menos que los abaratemos.

			Pero la ley de la utilidad marginal decreciente no sólo erosiona los beneficios por el lado del precio de venta, sino también por el de los costes. A la postre, para incrementar la producción es necesario contratar un mayor número de factores productivos, a los que se les deberá pagar progresivamente un precio mayor. Es lógico: como ya hemos explicado, para fabricar más bienes X hay que reducir la producción de otros bienes Y, y cuantos menos bienes Y se fabriquen, más valiosos les resultarán a los consumidores (y, por tanto, más dinero podrán ofrecerles los empresarios que comercialicen el bien Y a sus factores productivos para que no se marchen a incrementar la producción de X). Por consiguiente, como regla general, cuando un empresario pretenda incrementar su escala de producción y sus ventas, se pondrá en funcionamiento una tendencia por la cual su margen de beneficios, sus beneficios y su tasa de rentabilidad decrecerán. 

			Hay que matizar, con todo, que existen dos casos en los que, durante un tiempo, los empresarios pueden aumentar sus ventas y sus beneficios simultáneamente. 

			El primero se da cuando una reducción en los precios genera un incremento sobreproporcional de las ventas: en este caso diremos que la demanda de un bien es «elástica». Es decir, cuando la demanda de un producto sea elástica, sus ventas crecerán proporcionalmente más de lo que se hayan reducido sus precios (o caerán en proporción más de lo que hayan aumentado), de modo que a su fabricante le interesará acometer esa rebaja (al menos por lo que respecta a los ingresos, pues también habría que considerar el efecto que ese aumento de las ventas pueda tener sobre sus costes de producción). Por ejemplo, imaginemos que a un empresario le cuesta 500 euros como media producir un televisor y que decide venderlos por 1.000 euros; a ese precio, consigue colocar 10 unidades y, por tanto, ganar 5.000 euros. Ahora supongamos que abarata los televisores a 750 euros (el precio cae un 25 %) y gracias a ello incrementa sus ventas a 100 unidades (las ventas crecen un 900 %): sus beneficios pasarían a ser de 25.000 euros, esto es, se multiplicarían por cinco.

			Los productos con una demanda elástica suelen caracterizarse por tener muchos sustitutivos cercanos (el consumidor puede reemplazar con facilidad ese bien por otro parecido y de precio similar) o por representar un gasto bastante prescindible dentro de los presupuestos familiares. Por ese motivo, cuando se abarata el precio de un producto con demanda elástica, o bien éste pasa a absorber gran parte de la demanda de sus competidores, o bien algunos consumidores que antes no se planteaban adquirirlo por considerarlo un gasto superfluo pasan a hacerlo en masa. Los productos tecnológicos de última generación pueden ser un buen ejemplo: como son bastante prescindibles y al principio resultan tremendamente caros, sólo los consumidores más acaudalados los compran; en cambio, conforme van bajando de precio, su base de consumidores se extiende mucho. 

			Como nota complementaria, hay que mencionar los productos con demanda inelástica, es decir, aquellos cuya demanda se incrementa en proporción menos de lo que bajan sus precios (o se reduce en proporción menos de lo que suben sus precios). Es el caso de bienes que tienen muy pocos sustitutivos cercanos (de modo que, aunque aumente el precio, los consumidores no pueden acudir a otros vendedores) y que representan un gasto imprescindible dentro del presupuesto familiar (aunque se encarezcan, hay que seguir comprándolos). De ahí que el alza de precios no restrinja demasiado su demanda y las rebajas no la incrementan de forma apreciable (pues casi todo el mundo ya consume tanta cantidad como necesita) y de ahí que a sus fabricantes no les convenga incrementar las ventas bajando los precios, sino al contrario: reducirlas aumentándolos. Ejemplos de bienes con demanda inelástica pueden ser el tabaco o la gasolina: aun cuando se encarezcan, sus ventas no caen proporcionalmente tanto como suben sus precios.

			Es preciso aclarar que la demanda de un bien no es elástica o inelástica para todos sus niveles de precios. Más bien, su demanda es elástica o inelástica para ciertos tramos de precios. Por ejemplo, cuando los teléfonos móviles eran un lujo carísimo, una pequeña reducción de sus precios incrementaba proporcionalmente mucho sus ventas (demanda elástica); en cambio, cuando se han abaratado a un nivel asequible para todo el mundo, sucesivas rebajas en su precio no dan como resultado aumentos muy notables en sus ventas (demanda inelástica). Asimismo, la sal es hoy un producto con la demanda bastante inelástica, pues, aunque se encarezca, su demanda no se reduce casi nada; sin embargo, si su escasez y su precio retornaran a los altísimos niveles de hace siglos, su demanda se volvería elástica: dado que no podría adquirirla casi nadie, a poco que se abaratara sus ventas se dispararían. 

			De aquí podemos derivar dos conclusiones. La primera, que los productores de bienes con una demanda inelástica no restringirán infinitamente su oferta, pues en algún momento su demanda se volverá elástica y perderán más dinero por la clientela que les abandona del que ganan por el aumento del precio. Además, ya veremos en los apartados siguientes que ninguna demanda será inelástica a largo plazo, pues los incrementos de los precios por encima de los costes medios incentivarán la afluencia de competidores que proveerán de productos sustitutivos más asequibles. La segunda, que los bienes con una demanda elástica no podrán abaratarse de forma indefinida con la esperanza de que sus ventas se incrementen proporcionalmente más: llegará un punto a partir del cual la reducción de ingresos derivada de los recortes en los precios superará el incremento de los mismos generado por las mayores ventas; es decir, llegará un punto en el que la demanda elástica pase a ser inelástica.

			El segundo caso en el que los empresarios pueden aumentar sus precios y sus beneficios de manera simultánea se da cuando los factores fijos tienen un peso muy relevante en el proceso de producción de un determinado bien económico. En este supuesto, una parte importante de los costes totales serán, dentro de ciertos límites, independientes de la cantidad de bienes o servicios fabricados. Por ejemplo, el coste de una autopista es independiente de la cantidad de vehículos que circulen por ella; el coste de rodar una película es independiente de la cantidad de espectadores que vayan a verla en el cine; el coste de construir un edificio residencial es independiente de si se ocupan o no todas las viviendas, etc. 

			Por tanto, cuantos más bienes o servicios se fabriquen con estos factores fijos, menores serán sus costes medios de producción (y más bajos podrán ser sus precios de venta sin perjudicar su margen de beneficios). Por volver al ejemplo anterior, si al incrementar su producción de 10 a 100 televisores el coste medio de cada aparato se reduce de 500 a 100, los beneficios por la venta de cada televisión serán de 650 euros (y los totales de la venta de 100 televisores de 65.000 euros, trece veces más que vendiendo sólo diez unidades). En estos casos se habla de la existencia de «economías de escala», esto es, de una economización de recursos derivada de incrementar el nivel (la escala) de producción. 

			Casi todos los procesos productivos tienen ciertas economías de escala, pues en casi todos existen factores fijos cuyo coste conviene repartir entre un mayor número de unidades. Pero, al tiempo, también todas las economías de escala tienen sus límites, esto es, un volumen de unidades a partir del cual los costes medios ya no se reducen, sino que crecen: a partir de cierto número de vehículos, las autopistas comienzan a sufrir atascos; a partir de cierto número de inquilinos, los bloques de pisos ya no resultan habitables; a partir de cierto número de espectadores, las salas de cine ya están llenas, etc. En esos momentos, hay que duplicar los factores fijos, y el coste medio vuelve a dispararse (hay que construir nuevas carreteras, nuevos inmuebles, nuevas salas de cine, nuevas centrales eléctricas, etc.); pero hasta entonces, el empresario sí podrá incrementar sus ventas reduciendo sus precios sin erosionar su margen de beneficios (pues, aunque tenga que recortar sus precios para aumentar sus ventas, sus costes medios caerán y su margen de beneficios no se deteriorará).

			Además, conviene recalcar que, por motivos evidentes, las dos causas anteriores pueden realimentarse durante cierto tiempo: la reducción de los precios de un producto con demanda elástica incrementará sus ventas, lo que a su vez, si existen economías de escala, permitirá disminuir los costes medios. 

			En definitiva, los empresarios actuarán como intermediadores entre los factores productivos y los bienes económicos que demandan los consumidores: comprarán los primeros en función de la expectativa que tengan de vender los segundos. Dicho de otro modo, si se espera que los consumidores estén dispuestos a pagar un precio muy elevado por un bien, los empresarios también serán favorables a abonar una remuneración muy alta a los factores que necesitan contratar. Al contrario de lo que suele pensarse, pues, no son los costes de producción los que determinan los precios de venta, sino al revés: los precios que los consumidores tengan a bien pagar determinarán los costes que los empresarios estén resueltos a soportar. Otra cuestión es que, como el empresario se ve obligado a cubrir continuamente sus costes para seguir en el mercado, siempre ponga a la venta su mercancía a unos precios superiores a sus costes; pero eso no le garantiza ni que los consumidores acepten sufragar esos precios ni, por tanto, que pueda mantenerlos durante mucho tiempo. Si no es capaz de generar suficiente valor con unos factores productivos como para que los consumidores le paguen un precio que rentabilice su inversión, es que esos factores productivos son más necesarios en otras partes de la economía (su coste de oportunidad supera la utilidad que proporcionan a los consumidores).

			Al final, pues, el valor de los fines determina la utilidad de los medios; ésta, el precio de los bienes económicos, y éste, el coste de los factores productivos. Alterar la relación de causalidad implicaría afirmar que la satisfacción que nos proporcionan nuestros fines depende de cuánto haya costado fabricar los medios. Pero ¿acaso los costes no equivalen en el fondo al valor de los fines que hemos renunciado a satisfacer?
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			El coste del capital: por qué los costes nunca llegan a igualarse del todo con los precios

			 

			Ya hemos explicado que cada empresario lo tiene internamente muy complicado para multiplicar sus beneficios año tras año: para que éstos crezcan, es necesario incrementar las ventas, pero para ello hay que ofrecer reducciones de precios y experimentar —con la transitoria excepción de las economías de escala— aumentos en los costes. 

			Su problema es que externamente tampoco lo tienen fácil: si un empresario obtiene unas tasas de rentabilidad elevadas y, como estrategia, se niega a expandir su producción para no erosionar su margen de beneficios, otros empresarios lo harán en su lugar; es decir, los empresarios tenderán a desinvertir en aquellos procesos productivos con menores tasas de rentabilidad (reduciendo la producción de esa mercancía, lo que incrementará sus precios, disminuirá sus costes y, en definitiva, aumentará su tasa de rentabilidad) y a invertir en la fabricación de aquellos otros con mayores tasas de rentabilidad (incrementando su producción, lo que minorará sus precios, aumentará sus costes y, en definitiva, reducirá su tasa de rentabilidad). 

			Al hacerlo, los precios y los costes medios de cada mercancía tenderán a igualarse (con lo que se eliminará el margen de beneficios) o, lo que es idéntico, los beneficios tenderán a desaparecer. Con todo, esa igualación nunca será absoluta, pues ningún empresario estará dispuesto a pagar a los factores tanto dinero como el que espera recuperar mediante la venta de su género. La razón de ello ya la hemos comentado de manera implícita en las páginas previas: los seres humanos deseamos satisfacer nuestros fines lo antes posible y asumiendo riesgos tan bajos como podamos (principios de preferencia temporal y de aversión al riesgo): no tiene ningún sentido invertir una suma de dinero para, si todo sale a la perfección, recuperar la misma cantidad exacta en el futuro.

			El proceso de producción y de comercialización de un bien económico tarda su tiempo y conlleva sus riesgos. Para fabricar automóviles, por ejemplo, hay que construir toda la cadena de montaje, las piezas necesarias, ensamblarlas y, más tarde, esperar a vender el vehículo. Durante todo ese tiempo, el empresario debe ir adelantando un dinero a los diferentes factores productivos (los proveedores de piezas, los trabajadores, los constructores de la fábrica, etc.) que no puede recuperar mediante la venta de las mercancías, pues éstas todavía no se han fabricado; y ello por no hablar del riesgo de que nunca lleguen a producirse (¿qué sucede si hay incendios, sabotajes, errores humanos, etc.?) o a comercializarse (¿y si no agrada a los consumidores? ¿Y si aparecen mientras tanto otras alternativas superiores?, etc.). 

			Como los bienes presentes y seguros son más útiles que los futuros e inciertos, nadie medianamente cuerdo invertiría un millón de euros en un negocio para recuperar tal vez en el futuro justo un millón de euros. En caso de que las ventas esperadas sean de un millón, el dinero que un empresario estará dispuesto a adelantar para comprar y contratar factores productivos será menos de un millón de euros: valora más el millón de euros seguro de hoy que el hipotético millón de euros de mañana. Por los principios de preferencia temporal y de aversión al riesgo, el empresario sólo renunciará a bienes presentes y seguros a cambio de una mayor cantidad de bienes futuros e hipotéticos. Por consiguiente, precios y costes medios nunca llegarán a igualarse del todo, sino que subsistirá un diferencial entre ambos que jamás desaparecerá por entero. 

			En realidad, tal vez sea más claro decir que, aparte del coste de los factores productivos, el empresario también soporta un coste derivado del tiempo que pierde y del riesgo que asume al invertir su dinero, de modo que sus ingresos deberán cubrir todos los costes, incluido ése. Se trata de un coste que es del todo explícito cuando el empresario opera con capital prestado y, por tanto, tiene que pagar unos intereses a sus prestamistas (precisamente para remunerarles por el tiempo durante el que renuncian a ese dinero y por los riesgos que asumen), pero que se vuelve implícito cuando el empresario invierte su propio dinero. Implícito no significa, empero, que desaparezca, sino que carece de una manifestación monetaria en forma de precio: al igual que el prestamista exigirá un interés para prestar su dinero, el empresario demandará una tasa de rentabilidad mínima para desarrollar su actividad inversora. 

			Eso es justo lo que no han entendido los socialistas, quienes aseguran que los empresarios explotan a los trabajadores por el hecho de vender las mercancías a un precio superior al que pagan a sus empleados. Si, pongamos por caso, los ingresos por producir y vender televisores son de un millón de euros y el empresario sólo paga 900.000 en salarios, piensan que se debe a que ese empresario les está robando a sus obreros 100.000 euros. La realidad, sin embargo, es que los salarios se determinan como cualquier otro coste de un factor productivo (en este caso, el coste del factor trabajo): los empresarios pujan por los factores que necesitan en función del precio que prevén que los consumidores pagarán por los bienes que produzcan esos factores. Ahora bien, los empresarios pagarán los salarios y comprarán las herramientas para los trabajadores mucho antes de que los televisores estén fabricados y vendidos, esto es, los empresarios les estarán adelantando a los factores productivos un dinero con el que éstos podrán adquirir desde ya mismo aquellos bienes que deseen. 

			De ahí que el empresario exija una tasa de rentabilidad mínima que le compense el hecho de desprenderse de su dinero durante un tiempo y de asumir el riesgo de no recuperarlo. Sin la renuncia temporal del empresario capitalista, los trabajadores no podrían consumir bienes hasta después de haber producido y vendido los televisores (lo que incluye la fabricación de todas las herramientas y factores que necesitaran para ello). Es decir, un grupo de obreros, antes de consumir lo que quisieran, debería asumir riesgos y esperar hasta haber construido la planta de ensamblaje, haber fabricado todas y cada una de las piezas de los televisores, haber obtenido las materias primas de que están compuestas esas piezas y las herramientas que utilizan para juntarlas, haber producido los medios de transporte necesarios para distribuir los televisores, etc. Vamos, que se morirían de hambre antes de terminar de manufacturarlos para intercambiarlos por los bienes de consumo que ambicionan. Por eso les resulta mucho más ventajoso que el empresario, a modo de préstamo, les adelante un dinero seguro antes de que se haya completado el proceso de producción y comercialización. Pero todo préstamo, por los principios de preferencia temporal y de aversión al riesgo, conlleva un pago de intereses: ése es el motivo por el que los salarios —y el resto de costes productivos— nunca se igualarán a los precios de venta.

			Nosotros llamaremos «coste del capital» a esa tasa de rentabilidad mínima que exige el empresario para seguir en el negocio y que estudiaremos más en detalle en el próximo capítulo. De momento, basta con señalar que todas las tasas de rentabilidad de toda la economía, gracias a la competencia empresarial, tenderán a equipararse a la baja con ese coste del capital. Es decir, la competencia reducirá la rentabilidad de las empresas al mínimo necesario para compensar a los empresarios por renunciar de manera temporal a su dinero y por asumir riesgos.

			Las situaciones en las que la tasa de rentabilidad sea superior al coste del capital (a la compensación por el tiempo de espera y por el riesgo asumido) serán excepcionales y, de hecho, numerosos economistas las considerarán el resultado de una restricción de la libre competencia. Desde su punto de vista, un empresario sólo podrá ganar de manera sostenida mucho más dinero que el resto si está limitando de algún modo la entrada de competidores al mercado. Más adelante comprobaremos que tal conclusión deriva de un concepto equivocado del término «competencia». Pero antes conviene que terminemos de estudiar la importancia que tienen los precios de mercado para la adecuada coordinación de los agentes económicos; primero, analizando la influencia de los especuladores en la conformación de esos precios y, a continuación, a través del examen de los devastadores efectos de los controles de precios.

			 

			 

			¡Viva la especulación!

			 

			Los especuladores suelen ser uno de los grupos sociales peor considerados en nuestras sociedades. Su lucrativo oficio se asocia con subidas de precios y desabastecimientos, lo que los convierte en algo así como unos buitres carroñeros que tratan de sacar partido de la desgracia ajena. La realidad, con todo, es más bien la contraria: si no fuera por los especuladores, nuestra calidad de vida se vería notablemente perjudicada.

			Para empezar, conviene matizar que, en cierto modo, todos los seres humanos somos especuladores. Especular viene del verbo latino speculari, que significa «mirar desde lo alto». El especulador, por consiguiente, es una persona que toma sus decisiones económicas después de analizar con profundidad y visión las circunstancias concurrentes en el mercado.

			Todos, en mayor o menor medida, nos comportamos de esa manera y, por tanto, todos en mayor o menor medida podemos ser tildados de especuladores; no se trata de una tacha de la que debamos avergonzarnos, sino de una característica necesaria y positiva del proceso económico.

			No obstante, sí es cierto que existen algunas personas que ejercen de especuladores profesionales, esto es, que se dedican a comprar barato para vender caro o, por raro que nos pueda parecer, a vender caro para recomprar barato. Estas dos operaciones, además, pueden realizarlas tanto a lo largo del espacio como a lo largo del tiempo.

			Así las cosas, el especulador reducirá las diferencias de precios entre dos puntos geográficos comprando los bienes allí donde estén más baratos para más tarde venderlos donde estén más caros. Gracias a ello, los bienes se desplazarán desde los lugares donde sean relativamente más abundantes con respecto a las necesidades de los consumidores (donde estén más baratos) a donde sean más escasos con respecto a las mismas necesidades (donde estén más caros). De forma análoga, el especulador disminuirá las diferencias de precios entre dos momentos distintos del tiempo comprando los bienes cuando estén baratos con la esperanza de venderlos cuando se revaloricen (por ser relativamente más escasos); de este modo contribuirá a encarecerlos de manera anticipada cuando sean algo más abundantes con respecto a las necesidades de los consumidores y a abaratarlos cuando sean relativamente más escasos. 

			Por ejemplo, supongamos que este año Estados Unidos padece unas malas cosechas de trigo que elevan mucho su precio. Sin embargo, en Australia las cosechas resultan ser excelentes, lo que reduce de manera notable su precio. El especulador se encargará de comprar trigo en Australia (e incrementará su precio) para transportarlo y venderlo a Estados Unidos (donde disminuirá su precio), y así distribuirá internacionalmente los productos hacia aquellos destinos donde resulten más valiosos. Asimismo, imaginemos que un especulador juzga que, después de las buenas cosechas de este año, se sucederán varios años de malas cosechas, de modo que decide comenzar a comprar y a almacenar toneladas de trigo en el presente (encareciendo su precio) para desprenderse de ellas en el futuro, cuando haya carestía de esta mercancía (con lo que la abaratará). No otra cosa, por cierto, hizo el profeta José, uno de los primeros especuladores de los que tenemos constancia, cuando aconsejó al faraón que acumulara trigo durante los siete años de vacas gordas para afrontar los siguientes siete años de vacas flacas.

			Por último, hay que mencionar de modo sucinto el caso, bastante poco intuitivo, de que el especulador empiece vendiendo caro para luego recomprar las mercancías más baratas. En efecto, el especulador que posea una reserva de bienes sobrevalorados podrá enajenarlos para recomprarlos en el lugar o en el momento en el que vuelvan a venderse a menor precio. Si el especulador carece de los bienes que cree que se abaratarán en el futuro, siempre tiene la opción de pedirlos prestados, venderlos (rebajando su precio) y más adelante recomprarlos (aumentando su precio) para saldar el préstamo. De esta manera, el especulador evita que en el presente se genere un racionamiento excesivo de un bien que en el futuro será todavía más abundante que en el presente: ¿qué sentido tiene ahorrar cantidades extraordinarias de un producto si su oferta se disparará en los próximos meses?

			En definitiva, los especuladores tienden a evitar las grandes fluctuaciones espaciales y temporales de precios al redistribuir los bienes económicos a aquellas zonas o momentos en los que resulten más valiosos. Pero los especuladores también desarrollan otra función muy valiosa de la que no debemos olvidarnos: la función de intermediarios o de creadores de mercado (en jerga financiera inglesa, market makers).

			
				Los especuladores evitan las grandes fluctuaciones en los precios y redistribuyen los bienes económicos a aquellas zonas o momentos en los que resultan más valiosos.

			

			Son muy pocos los productores de bienes económicos que se encargan, al mismo tiempo, de distribuirlos entre los consumidores. En general, el productor no vende directamente al por menor, por cuanto no acostumbra a estar especializado en ello y ni siquiera suele estar en contacto con sus potenciales clientes. Si el productor no especializado en la distribución minorista tratara de vender directamente al consumidor final, el volumen de sus ventas y, por tanto, de su producción, sería bastante más bajo. El especulador, no obstante, se especializa, entre otras actividades, en intermediar entre unos y otros; esto es, en comprarles las mercancías a los productores para colocarlas entre los consumidores: supermercados, hipermercados, corredores o mercados de abastos son ejemplos de este tipo de especuladores.

			Los intermediarios, pues, se dedican a comunicarles a los productores un precio al que pueden venderles casi cualquier cantidad de su mercancía y a trasladarles a los consumidores otro al que pueden adquirirles casi cualquier cantidad de esa misma mercancía. En otras palabras, los especuladores amplían el mercado potencial de los dispersos productores al ponerlos en contacto con los igualmente dispersos consumidores (y, gracias a ello, los productores pueden explotar muchas más economías de escala, lo que reduce el coste medio y los precios de sus mercancías). Por eso es falaz la percepción tan extendida de que los intermediarios encarecen los precios finales de venta: sin ellos, cada consumidor debería ir de compras a todos los centros de producción de todos los bienes que desea (o cada productor debería ir vendiendo puerta por puerta), de manera que la cantidad de intercambios sería mucho menor y los costes totales de adquirirlos muy superiores (debido al poco aprovechamiento de las economías de escala, a los costes relacionados con el transporte a múltiples destinos, al coste de recabar información sobre productores y consumidores, a los costes de negociar con contratos y condiciones no estandarizadas, a los costes para asegurar el género, etc.). 

			Paradójicamente, pues, gracias a los especuladores-intermediarios, los productores pueden vender una mayor cantidad de productos a un precio más alto que el que obtendrían sin ellos y, a la vez, los consumidores pueden adquirir una mayor cantidad de mercancías a un precio más reducido que el que resultaría en ausencia de éstos. Es lógico: el intermediario incrementa la demanda de los productores (suben los precios que reciben) y aumenta la oferta de los consumidores (caen los precios que abonan).

			
				Los especuladores-intermediarios incrementan los precios que cobran los productores y reducen los precios que pagan los consumidores.

			

			Por supuesto, los especuladores pueden equivocarse en sus juicios estimativos y distorsionar los precios de mercado y la distribución de bienes económicos: pueden comprar caro y vender barato; vender barato y recomprar caro; acumular inventarios de bienes invendibles; liberar inventarios de bienes que serán indispensables; etc. Son errores que acaecerán con cierta frecuencia —pues el ser humano, incluido el especulador, es un ser falible cuyos fallos afectan a sus semejantes—, pero que serán rápidamente castigados con pérdidas empresariales. Lo que resulta absurdo es pretender prescindir de la especulación para evitar que algunos especuladores se equivoquen. Oponerse a la misma por sus posibles errores sería tanto como oponerse a las empresas porque pueden fallar al estimar la utilidad de sus mercancías y fabricar bienes que no demandan los consumidores. El mercado es un proceso de descubrimiento acerca de qué hay que producir, cómo y para quién debe hacerse o cuándo y dónde hay que distribuirlo; ninguna de esas preguntas tienen una respuesta a priori y en todas ellas es del todo posible equivocarse. Pero no por ello hay que dejar de planteárselas, pues esa ignorancia voluntaria nos condenaría al estancamiento y la miseria.

			 

			 

			Los experimentos, con gaseosa: los controles de precios

			 

			Ciertos movimientos de precios, sean o no provocados por los especuladores, pueden resultarles socialmente inaceptables a muchas personas. Cuando los bienes devienen muy escasos o superabundantes, sin que los especuladores hayan podido ejercer ninguna influencia correctora y estabilizadora, es de esperar que los precios suban o bajen de forma muy brusca. En tales casos, puede existir la tentación de implantar controles de precios que limiten sus movimientos a la baja (precios mínimos) o al alza (precios máximos). Sin embargo, los efectos de estas medidas resultan devastadores para la coordinación de los agentes económicos.

			Los precios mínimos impiden a una persona desprenderse de sus bienes o servicios a un precio inferior al que establezca la ley. Recordemos que cuanto mayor sea la oferta de un producto, menor será su utilidad marginal, de modo que más reducidos deberán ser sus precios para que los clientes estén dispuestos a adquirirlos. Si el precio mínimo fijado por ley supera el precio al que es necesario abaratar las mercancías para poder colocarlas entre los consumidores, una parte de las mismas permanecerá en los inventarios de las empresas o, si los costes de almacenamiento son muy elevados, será directamente destruida por no poderse enajenar.

			La excusa para establecer precios mínimos suele ser la de proteger a los productores, pero rara vez se nos dice que se trata sólo de los productores ineficientes. Si una parte de los empresarios pueden fabricar la misma mercancía de manera mucho más barata que la competencia, lo razonable sería que bajaran los precios en línea con sus menores costes medios, que hicieran desaparecer a la ineficiente competencia y, posteriormente, que expandieran la producción a sus más asequibles precios, de modo que se quedarían con la cuota de mercado de los antiguos productores ineficientes. Pero la imposición de precios mínimos prohíbe que los empresarios eficientes abaraten su mercancía, de manera que los ineficientes pueden seguir en el mercado con su estructura de elevados costes. Así pues, los precios mínimos impiden que una parte de los factores productivos abandonen aquellas ocupaciones en las que ya no están creando valor y se trasladen a fabricar otros bienes económicos que sí lo hagan.

			Por ejemplo, si después de que la productividad de una explotación agraria se incremente lo suficiente como para reducir el precio de la tonelada de trigo de 200 a 100 euros, el Estado establece un precio mínimo de 200 euros por tonelada, las explotaciones agrarias que operan con un esquema de costes elevado seguirán en el negocio y los consumidores continuarán abonando un precio de 200 euros por tonelada. Como consecuencia, no se liberarán los factores productivos para, verbigracia, producir más televisores que podrían ser adquiridos merced al ahorro derivado de la bajada del precio del trigo. Es decir, en lugar de economizar recursos, los precios mínimos consolidan métodos de producción ineficientes y antieconómicos.

			Lo mismo cabría decir con respecto al precio no de los bienes de consumo, sino de los factores productivos. Si el Estado establece un salario mínimo que supera el sueldo máximo que los empresarios pueden abonar a los trabajadores en función de la productividad de éstos, una parte de la fuerza laboral se quedará sin ser contratada, aun estando dispuesta a trabajar por una remuneración inferior que el empresario sí podría pagarles. Es decir, aparecerá el paro involuntario: habrá gente determinada a trabajar por un salario menor al fijado por ley y empresarios deseosos de contratarlos, pero no podrán formalizar su relación porque la normativa de salario mínimo prohibirá la ocupación con semejantes sueldos.

			Por su parte, los precios máximos impiden a los consumidores adquirir una mercancía pagando un precio superior al que establece la ley. Si el precio máximo que fija el Estado para un bien es inferior a aquel que debería poseer para poder asignar sus escasas unidades a los consumidores que más las valoran, tendrá lugar un desabastecimiento generalizado de ese producto. Es decir, habrá consumidores que no podrán comprarlo aun estando dispuestos a pagar el precio máximo fijado por el Estado; simplemente, la mercancía regulada no se encontrará en los estantes de las tiendas, pues, a los precios oficiales, habrá más gente deseosa de comprarla que gente determinada a venderla.

			La razón es sencilla de comprender. A corto plazo, los precios máximos tenderán a incentivar la compra (a menores precios, más consumidores potenciales) y a desincentivar la venta (a menores precios, menos vendedores potenciales), lo que impedirá que ambas magnitudes se igualen. A largo plazo, estrecharán los márgenes de beneficio y minorarán las tasas de rentabilidad de los bienes cuyos precios se encuentran regulados, de modo que sus productores tenderán a desinvertir en las industrias que los fabriquen (con lo que disminuirá su oferta a largo plazo).

			Por ejemplo, supongamos que con el objetivo de que la vivienda de alquiler sea más asequible se establece una renta mensual máxima de 500 euros para las viviendas de menos de 100 metros cuadrados. Obviamente, habrá muchos propietarios a quienes les compense seguir alquilando sus inmuebles por 500 euros (sobre todo aquellos que se encuentren en las zonas más baratas de un país o ciudad), pero para muchos otros no será rentable (sobre todo en las zonas más caras, que normalmente coincidirán con los centros históricos de los municipios), lo que les llevará a dejar de ofertar sus viviendas en el mercado de alquileres; al mismo tiempo, también aparecerá mucha más gente dispuesta a alquilar que la que había antes, pues la renta oficial del alquiler en muchas partes del país se habrá abaratado de manera muy sustancial. En consecuencia, a corto plazo la oferta se reducirá y la demanda se incrementará: habrá muchos individuos resueltos a pagar 500 euros al mes por un alquiler pero que no encontrarán viviendas disponibles. 

			A largo plazo, además, no sólo no se construirán nuevos inmuebles para alquilarlos, sino que las viviendas existentes que no compense alquilar por 500 euros mensuales (por ejemplo, por los abultados gastos de mantenimiento, por el riesgo de ocupación, etc.) dejarán de conservarse en buen estado: sus propietarios permitirán que se vayan depreciando y degradando, pues invertir un solo euro en ellas supondría despilfarrarlo. En muchos países, el lamentable estado en el que se encuentran los centros históricos de las ciudades se debe, precisamente, a estos controles de alquileres. 

			Asimismo, el desabastecimiento ocasionado por la política de precios máximos sobre una mercancía suele ser complementada por una política de racionamiento e, incluso, por una extensión de esos precios máximos al resto de la economía. 

			Lo primero se hace necesario si el Estado quiere monitorizar el proceso de reparto de los bienes. En un mercado libre, ya sabemos que las mercancías van a parar a aquellos consumidores que están dispuestos a abonar un precio más alto debido al elevado valor que les atribuyen. Si, como consecuencia de los precios máximos, los consumidores que más valoran unos bienes no pueden sobrepujar para arrebatárselos a los que menos los valoran, el criterio de distribución cambia: ya no compran los bienes quienes más dinero ofrecen por ellos, sino quienes tienen las piernas más largas. A saber, aquellos que primero lleguen a las tiendas y se coloquen al frente de las colas se quedarán con todas las mercancías, aun cuando las valoren muy poco (podríamos tener gente que utiliza el trigo para alimentar a los animales, mientras otros individuos se mueren de hambre). Por ello, será habitual que después de implantar unos precios máximos, el Estado tome el control del proceso de distribución de estos bienes a través de las célebres cartillas de racionamiento: cada persona sólo podrá adquirir una parte del menguado stock de mercancías. Será en ese contexto en el que, por cierto, tenderá a aparecer el mercado negro, donde los contrabandistas ofrecerán la mercancía regulada a precios mayores que aquellos a los que oficialmente está permitido (y, debido a la estrechez de la oferta y a los riesgos del contrabando, el precio también será superior al que se habría establecido en un mercado libre sin controles).

			Lo segundo, la extensión de los controles de precios por toda la economía, suele adoptarse cuando el regulador observa que, como decíamos, los empresarios desinvierten en los sectores cuyos precios están controlados e invierten en aquellos otros donde no lo están, pues la tasa de rentabilidad en estos últimos es superior a la de los primeros. Si el regulador no desea que la oferta del bien al que se le ha fijado un precio máximo se reduzca aún más a largo plazo, tendrá que ir estableciendo controles de precios análogos en el resto de la economía (con el objetivo de rebajar las tasas de rentabilidad en todos los sectores), lo que, de entrada, daría lugar a una desinversión generalizada y a una fuga de capitales hacia el extranjero, y, en última instancia, a una destrucción masiva de riqueza, por cuanto el control de todos los precios de mercado resulta equivalente a instaurar un sistema económico socialista (cuyas taras analizaremos al final del siguiente capítulo).

			Así pues, los precios máximos, que normalmente se adoptarán ante problemas transitorios de oferta de una mercancía, impedirán a corto plazo que ésta llegue a los consumidores que más la valoran, lo que provocará un desabastecimiento generalizado de la misma, y, a largo plazo, socavarán la inversión en las industrias que la produzcan y, por tanto, mermará su oferta. En lugar de lograr que el producto que escasea se vuelva más abundante y asequible para la población, los precios máximos originan su desaparición de los circuitos oficiales y su provisión, en cantidades mucho más escasas y a precios muy superiores, en el mercado negro (el único lugar donde estará disponible). La alternativa a la intervención es clara: permitir que, cuando una mercancía escasea, su precio se dispare para que las tasas de rentabilidad de producirla se incrementen y, así, se atraiga a empresarios, especuladores y a factores productivos para restablecer su normal abastecimiento lo antes posible.

			En definitiva, los controles de precios distorsionan profundamente la coordinación social dentro de la división del trabajo: los precios mínimos impiden que las empresas más eficientes sigan economizando los recursos para generar una mayor riqueza en otras industrias, mientras que los máximos obstaculizan que los consumidores que más valoran una mercancía se hagan con ella y que las empresas tengan incentivos para canalizar hacia allí todos sus recursos a fin de recuperar cuanto antes los niveles normales de producción.

			 

			 

			Monopolios: ni el tamaño ni el número

			 

			En ausencia de controles de precios, todos los empresarios, corregidos y supervisados continuamente por los especuladores, tenderán a obtener una rentabilidad similar a lo largo y ancho de toda la economía. Esa rentabilidad media, como sabemos, irá reduciéndose hasta coincidir con el coste del capital merced a la competencia entre consumidores y productores.

			Ahora bien, que exista esa tendencia no significa que en todo momento todos los empresarios vayan a percibir como remuneración solamente el coste del capital. Los habrá que logren mantener, incluso a largo plazo, una rentabilidad extraordinaria por encima de la media. Para muchos economistas, esta anomalía revelará una falta de competencia en el mercado, que hará muy recomendable políticas de defensa de la competencia y de ataque a los «monopolios». 

			El problema es que la definición de competencia que manejan estos economistas no se ajusta a la realidad de nuestro día a día. Para ellos, competencia es todo aquel estado que se acerca a una situación presuntamente ideal de las cosas conocido como «competencia perfecta»: una situación en la que para cada bien económico existen millares de fabricantes que pueden prever a la perfección las necesidades y los cambios de preferencias de los consumidores, y que venden exactamente el mismo producto a un mismo precio que, a su vez, es tan bajo que no deja margen para cosechar beneficios extraordinarios. Todo cuanto se aleje de estos restrictivos e ideales supuestos vendría a coincidir con mercados más o menos monopolísticos, pues indicaría que hay algún oferente que detenta «poder de mercado» —esto es, la capacidad para fijar precios de venta más altos que la competencia—, algo que sólo puede ser resultado de que el resto de las compañías no compiten del todo en pie de igualdad con ese oferente.

			Como es evidente, todos podremos coincidir en que un mundo con millares de microempresas que contaran con un conocimiento perfecto sobre el futuro y que vendieran exactamente el mismo producto y al mismo precio no sólo es una descripción del mundo bastante poco realista, sino también la descripción de un mundo donde las empresas en verdad estarían compitiendo muy poquito: ni competencia en precios, ni en calidades, ni en servicios complementarios, ni en promociones, ni en nada. No parece que el ideal que todos tenemos en la cabeza sobre la competencia empresarial coincida demasiado con el modelo teórico que desarrollan muchos economistas. 

			En realidad, el concepto general de competencia que todos albergamos es el de una continua rivalidad entre las compañías por ganarse el favor de los consumidores en un contexto de gran incertidumbre acerca de qué empresas sobrevivirán y de qué modelos de negocio triunfarán; los movimientos tácticos más comunes dentro de este proceso competitivo son las bajadas agresivas de precios, las campañas publicitarias llamativas, el regalo de unidades o de períodos de prueba gratuitos, las mejoras de calidad, la introducción de nuevos y rompedores productos, las alianzas estratégicas de empresas para batir a un tercer y duro competidor, etc.

			En ninguno de estos casos observamos, precisamente, un modelo de mercado que se acerque al paradigma de la mal llamada competencia perfecta: los precios van reduciéndose, la calidad de los productos va mejorando, el tamaño de las compañías varía en función de las necesidades, la incertidumbre sobre qué productos se pueden ofrecer no se despeja jamás y alrededor de la comercialización de las mercancías surge toda una serie de técnicas de marketing para tratar de ganarse el favor de los clientes.

			Por eso resulta tan tremendamente peligroso que queramos emplear el defectuoso modelo de la competencia perfecta como vara de medir de la competencia en el mundo real. En tal caso, lo habitual será que pasemos por alto situaciones en las que existen auténticas restricciones a la competencia y, en cambio, creamos encontrar violaciones a la misma en situaciones que experimentan una intensísima rivalidad. Sería tanto como utilizar el cuadro La duquesa fea, de Quentin Massys, como patrón de belleza en los certámenes de Miss Universo: como es previsible, los resultados no serían los más acertados.

			Así las cosas, y descartando el modelo de competencia perfecta, lo más probable es que nos surja la muy razonable duda de qué debemos entender por competencia. Despojados de la definición más manida, ¿cómo podemos detectar si en un determinado mercado existe o no competencia?

			De entrada, no deberemos caer en la trampa de considerar que no existe competencia en aquellos mercados en los que participen pocas empresas o que estén copados por alguna compañía de gran tamaño: la competencia puede hallarse restringida en mercados con diversas empresas de tamaño diminuto y, en cambio, mercados con una sola y gigantesca compañía pueden estar sometidos a una rivalidad salvaje.

			Los motivos por los que debemos olvidarnos del número y del tamaño de las empresas como variables operativas para detectar carencias en la competencia son en esencia dos. El primero, que el número de empresas que ejercen algún tipo de competencia en un mercado no sólo no es directamente observable, sino que además depende en gran medida de cómo definamos el producto en cuestión. El segundo, que el tamaño de las empresas va sufriendo mutaciones para adaptarse a las necesidades de desarrollo del producto que ofertan.

			En primer lugar, el número de compañías no es demasiado relevante, pues que sólo haya una empresa que distribuya un determinado bien económico no significa que esa empresa tenga las manos libres para maltratar al consumidor. Aun cuando se enfrente a una demanda muy inelástica, si una compañía comienza a encarecer su producto o a degradar su calidad, estará abonando el terreno para que otras empresas entren en ese mercado y pasen a ofrecer su misma mercancía en condiciones más atractivas para los clientes. Una cosa es que pueda lograr beneficios elevados de forma transitoria debido a la inelasticidad de su demanda y otra que no puedan aparecer a medio plazo productos sustitutivos a un precio en sustancia menor. Dado que a buen seguro todas las compañías son conscientes del riesgo de que emerja una competencia potencial que las eche del mercado, no es ni mucho menos necesario que ya exista un elevado número de competidores para que ellas mismas se restrinjan a la hora de intentar mejorar sus resultados a costa de sus consumidores.

			Además existe otro problema más fundamental: según como definamos el bien económico en cuestión, habrá más o menos empresarios que lo ofrezcan. En un extremo, si lo definimos de la manera más amplia posible, todos los productos son «bienes económicos» y, por tanto, todos ellos compiten por el dinero de los consumidores; en el otro, si adoptamos la definición más limitada posible, cada bien económico es absolutamente específico y carece de alternativas. Por ejemplo, tomemos el mercado de Coca-Cola. Este producto bien podría considerarse que forma parte del mercado de bebidas y que, por consiguiente, compite contra el resto de colas, el agua natural, el agua con gas, la horchata, los zumos, la leche, etc. Pero, al mismo tiempo, también podemos pensar que la Coca-Cola tiene una entidad propia tan grande que ni siquiera compite directamente con PepsiCo; de hecho, no faltarán los consumidores que juzguen que ambos productos no son idénticos ni sustituibles. Pero no es necesario irse a la Coca-Cola; el panadero de la esquina podría creer que carece de competencia porque la siguiente panadería se encuentra cuatrocientos metros más alejada, de modo que el producto que ofrecen ambas (pan al lado de casa frente a pan a cuatrocientos metros de casa) no son idénticos. Ironía de las ironías: si consideráramos que el número de empresas es sinónimo de competencia, en última instancia sería la estrechez de miras de los consumidores —su incapacidad para aceptar que un producto es fácilmente sustituible por otro— la responsable de la falta de competencia en el mercado. Es decir, el consumidor sería su propio sepulturero.

			Esta última objeción puede parecernos cogida por los pelos, un abuso de la excesiva abstracción de la teoría sobre la experiencia diaria. Pero el problema es mucho más real de lo que a simple vista podría parecer. Uno de los casos que mejor ilustran las dificultades en torno a la arbitraria definición del producto es el intento de fusión en 1996 entre dos compañías estadounidenses, Staples y Office Depot, dos empresas de grandes almacenes dedicadas a la venta minorista de muebles de oficina. Uno de los argumentos que empleó la Comisión Federal del Comercio para oponerse y finalmente impedir la fusión fue que entre las dos empresas copaban el 75 % del mercado de «grandes almacenes especializados en la venta de muebles de oficina». Mas, si hubiésemos ampliado la definición del producto relevante al de «muebles de oficina», su cuota de mercado apenas habría alcanzado el 5 %. De hecho, sólo la cadena de supermercados Wal Mart ya vendía por esas fechas la misma cantidad de muebles de oficina que ambos grandes almacenes juntos. Está claro, pues, que estrechando la definición de «producto» podemos convertir cualquier empresa en un monopolio; no en vano, como decíamos, podría afirmarse que toda tienda posee un monopolio territorial en, al menos, la mitad del espacio que la separa de la siguiente tienda: aun cuando existan dos vendedores de maletas con un kilómetro de separación, cada uno de ellos tendría un monopolio en un radio de medio kilómetro.

			
				La cantidad de empresas en un mercado no es un buen indicador del grado de competencia, pues siempre existe la amenaza de que aparezcan nuevos rivales.

			

			En segundo lugar, el tamaño de las empresas tampoco tiene demasiada importancia a la hora de diagnosticar posibles limitaciones de la competencia. El grado de desarrollo técnico de un bien económico explica la necesidad de que una compañía disponga de un mayor o menor tamaño para completar el proceso de mejoras. Así, en las etapas iniciales, cuando el producto novedoso todavía se encuentra en pañales, será necesario aunar dentro de la empresa una amplia cantidad de recursos muy específicos: de ésta tendrá que diseñar, fabricar, encajar, revisar y perfeccionar cada una de las piezas de su nuevo producto, ya que normalmente, al ser muchas de ellas prototipos ideados por la propia empresa, no tendrá la opción de adquirirlas a ningún proveedor. 

			En esos momentos iniciales, por consiguiente, la empresa estará muy integrada verticalmente; su organización será muy cerrada (todo se desarrollará dentro de la misma) y, en la medida en que su novedoso producto sea exitoso, muchos consumidores estarán dispuestos a pagar un elevado precio aun cuando otras compañías les ofrezcan seudoalternativas más baratas pero de peor calidad. Gracias a ello, la empresa innovadora se quedará con la totalidad del mercado que ella misma ha creado y crecerá enormemente de tamaño. 

			Eso, sin embargo, no significa que estemos ante un monopolio, pues conforme otras compañías vayan copiando y emulando su modelo de negocio, los competidores harán acto de presencia. Otra cuestión es que esa aparición de la competencia pueda demorarse durante bastante tiempo, de manera que la empresa innovadora podrá ir comercializando versiones cada vez mejores del nuevo producto —mejores en términos de integración de servicios, fiabilidad, usabilidad, etc.— que batan a las versiones ya desfasadas que copien sus competidores.
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